
La “Iniciativa...” no prevé ni la insta-
lación de bases, ni la presencia de

militares estadounidenses. Sin embargo
existe la sospecha de que Washington
pueda recurrir, como lo hace cada vez
más frecuentemente en los conflictos en
que interviene, a las empresas contratis-
tas de seguridad privada, muy activas en
el campo de la inteligencia y la imple-
mentación de tecnología punta. 

Con o sin soldados estadounidenses,
la “Iniciativa” tiene de todas formas un
fuerte componente militar, además de
policial. El 30% del presupuesto estará
destinado a las Fuerzas Armadas, que
recibirán equipamiento tal como aero-
naves para el patrullaje marítimo, heli-
cópteros, pertrechos y por supuesto
capacitación (6). Las Fuerzas Armadas
son consideradas el puntal de este pro-
grama, aunque amenazan con convertir-
se en un dolor de cabeza para el
gobierno mexicano.

En el convenio suscrito por México
y Estados Unidos existe una cláusula (no
del todo estricta, ya que durante el pro-
ceso de aprobación se fue diluyendo),
cuyo incumplimiento es penado con la
retención del 15% de los fondos previs-
tos por la “Iniciativa”. La autorización
del desembolso de fondos depende ac-
tualmente de un informe sobre la situa-

ción de los derechos humanos en Méxi-
co, confeccionado por el Departamento
de Estado y que debe ser aprobado por
el Congreso estadounidense. 

El informe no ha sido considerado
satisfactorio por el senador demócrata
Patrick Leahy, presidente del Subcomi-
té de Operaciones Extranjeras del Co-
mité de Apropiaciones, que revisa el
paquete de ayuda a México. Según de-
claraciones de Leahy, las conclusiones
del Departamento de Estado son contra-
dictorias con las denuncias de violacio-
nes reiteradas de los derechos humanos,
que incluyen torturas y desapariciones
forzadas en el marco de la lucha antinar-
cóticos. Según documentos oficiales, hay
140 denuncias mensuales y las quejas
contra la actuación del ejército han au-
mentado en un 600% desde que Felipe
Calderón asumió la Presidencia (7).

Se trata de un contratiempo serio pa-
ra el Presidente mexicano. Por un lado,
si la situación no se revierte antes de es-
te 30 de septiembre, los 100 millones de
dólares que el recorte representa se per-
derían definitivamente, comprometien-
do la política de seguridad de Calderón.
Por otro, la demora del Congreso esta-
dounidense otorga mayor peso a las fuer-
tes críticas que arrecian en México
contra el Presidente, acusado de milita-
rizar la vida social y política del país.
Algunos importantes sectores de la opi-
nión pública piden que las Fuerzas Ar-
madas regresen a los cuarteles.

No obstante, Obama elogió duran-
te la Cumbre el esfuerzo y el compro-
miso en materia de seguridad de
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a V Cumbre de Líderes de
América del Norte (9 y 10
de agosto pasado, en Gua-
dalajara, México), en la que
participaron el primer mi-

nistro de Canadá, Stephen Harper, y los
presidentes Barack Obama, de Estados
Unidos, y Felipe Calderón, de México,
fue en cierto modo decepcionante. El
golpe de Estado en Honduras mereció
una mención sin gestos significativos y
temas espinosos y de gran interés para
los mexicanos, como la migración, que-
daron para el futuro (1). A pesar de ello,
el presidente Calderón se mostró satis-
fecho por el fuerte espaldarazo recibido
de Obama, en lo referente a una proble-
mática que lo tiene en jaque y que pone
a México en peligro de terminar siendo
considerado un Estado “fallido” (2): el
combate contra el narcotráfico. 

Calderón, que mantiene con las
Fuerzas Armadas de su país un trato de
especial favoritismo, movilizó desde
un comienzo a los efectivos militares y
creó en 2007 una fuerza especial del
ejército bajo su supervisión (3). Tam-
bién pensó, o le ayudaron a pensar, en
un instrumento de mayor alcance para
frenar y terminar con la ola de violen-
cia: el “Plan México”. Rebautizado
“Iniciativa Mérida” para evitar cual-
quier suspicacia y los posibles y poco
agradables paralelismos con el “Plan
Colombia”, la “Iniciativa” fue aproba-
da por el Congreso estadounidense y
firmada por el presidente George W.
Bush, el 30 de junio de 2008.

Los objetivos de la “Iniciativa” po-
nen el acento en la optimización de las
actividades de inteligencia; el fortale-
cimiento de la coordinación de las fuer-

zas de seguridad e información entre
los dos países firmantes y en proveer
de nuevas tecnologías a agencias y fuer-
zas de seguridad en función de garan-
tizar el orden público, impedir el tráfico
de drogas y salvaguardar la plena se-
guridad del hemisferio y de los gobier-
nos frente al crimen organizado y otras
amenazas (4). 

Los fondos previstos son 1.400
millones de dólares para el trienio 2008-
2010. La primera partida de 400 millo-
nes de dólares para México y de 60
millones para los países del área centro-
americana, con Haití y República
Dominicana para el área del Caribe, lle-
garon con fuerte retraso. La crisis eco-
nómico-financiera y la incertidumbre de
las elecciones presidenciales estadouni-
denses impidieron la puesta en marcha,
dentro de los tiempos previstos, de este
gran Plan que excede las fronteras me-
xicanas e involucra a toda una región.

El 60% del total del paquete de ayu-
da está asignado a una gran variedad de
programas: luchar contra la corrupción;
hacer efectivos los mecanismos de trans-
parencia requeridos para el logro del
Plan; mejorar la función judicial y reor-
ganizar el temible Centro de Investiga-
ción y Seguridad Nacional (CISN)
mexicano, entre otros. Este último pro-
grama prevé la reestructuración de los
bancos de datos del CISN y del Institu-
to Nacional de Migración (INM) que se
integrarán a la Plataforma México (5).
El CISN manejará entonces toda la in-
formación sobre los operativos a cargo
de cada uno de los organismos mexica-
nos, en coordinación con Estados Uni-
dos, los países centroamericanos y otros
potenciales socios en la lucha contra el
crimen organizado y por el manteni-
miento de la seguridad. Se crea así una
enorme red de espionaje.
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La decisión colombiana de facilitar nuevas bases militares
en su territorio a Estados Unidos, con el argumento de la lu-
cha contra el narcotráfico y la insurgencia, han agitado
las aguas políticas en Suramérica. Se percibe preocupación
entre los gobiernos progresistas de la Unión Suramericana.

MILITARIZAR A LA SOCIEDAD

Calderón, afirmando que los esfuerzos
del Presidente mexicano van en el sen-
tido correcto.

En agosto pasado, Colombia firmó
con Estados Unidos un más que polémi-
co acuerdo (8) que prevé la utilización
por tropas estadounidenses, durante diez
años, de siete bases militares disemina-
das en territorio colombiano. Con la ba-
se de Tres Esquinas en el Caquetá –sede
del Joint Intelligence Center–, el núme-
ro de instalaciones donde se encontrarí-
an efectivos estadounidenses se elevaría
a ocho. Las bases en cuestión, además
de Tres Esquinas, son Palanquero –en el
centro del país–, Apiay y Malambo (las
tres de la Fuerza Aérea); Bahía de Má-
laga (en el Pacífico; a mitad entre Ecua-
dor y Panamá), y Bolívar de Cartagena
en el Atlántico, ambas navales, más las
bases terrestres Larandia y Tolemaida.
En realidad las bases militares de Apiay
y Larandia ya habían sido utilizadas por
Estados Unidos (9). 

El objetivo declarado del acuerdo es
la profundización de la lucha antinarcó-
ticos y antiterrorista, supuestamente en
el interior de Colombia, compensando
así los recortes que sufrirá el Plan Co-
lombia en lo que a fumigaciones de cul-
tivos ilícitos se refiere. 

No obstante las reiteradas afirmacio-
nes de las autoridades colombianas acer-
ca de que no habrá cesión de soberanía;
de que los operativos, fronteras adentro,
serán decididos conjuntamente entre los
dos países y de que el mando de las ba-
ses permanecerá en manos colombianas,
la región reaccionó con alarma al anun-
cio. Existe la sospecha de que a partir de
esas bases estarían previstas operacio-
nes fuera del territorio colombiano y so-
bre las cuales Colombia no tendrá la
menor injerencia.

Ecuador ya sufrió una incursión mi-
litar por parte de Colombia en 2008, a
partir de informes de inteligencia que se
originaron en la base de Tres Esquinas
y el Centro Operativo de avanzada en
Manta, Ecuador –al que el presidente
Rafael Correa no renovó el permiso, que
vence este año (10)–. Esa agresión pro-
vocó la ruptura diplomática entre los dos
países. El presidente Correa fue acusa-
do por Colombia de haber recibido fi-
nanciación de las insurgentes Fuerzas
Armadas Revolucionarias de Colombia
(FARC), para su campaña electoral. La
acusación se basa en un video de dudo-
sa procedencia. A su vez la Venezuela
de Hugo Chávez ha sido blanco de acu-
saciones respecto a armamento supues-
tamente proporcionado a las FARC,
basadas en el hallazgo de lanzacohetes
vendidos por Suecia al gobierno vene-
zolano en los años 1980, cuando de Chá-
vez nada se sabía. Tanto Ecuador como
Venezuela perciben la presencia militar
estadounidense en la región como una
amenaza. El clima beligerante, que ge-
nera acusaciones cuyos fundamentos
suscitan más de una perplejidad, no ha-
ce más que confirmar esa percepción.

Por su parte Brasil, cuya hipótesis
de conflicto es la penetración en la
Amazonia de una potencia extranjera,
ve avivar sus peores aprensiones. Una
de las bases colombianas, la de Palan-
quero, suscita los principales temores.
De acuerdo con un documento de pla-
neamiento del Comando de Movilidad
Aérea (AMC), el Comando Sur esta-
dounidense pretendería ejercer desde
Palanquero el control de casi la mitad
del continente. Palanquero dispondría
del C-17, una aeronave que puede cu-
brir toda el área sin necesidad de recar-
ga de combustible. Sólo el Cabo de
Hornos quedaría fuera del radio de ac-
ción del aparato (11). 

En la III Reunión Ordinaria de Jefes
de Estado de la Unión Suramericana
(UNASUR), realizada en Quito el 10 de
agosto pasado, ocupó mucho espacio,
aunque el presidente colombiano Álva-
ro Uribe prefirió realizar una gira por sie-

te países de la región para tratar de ex-
plicar el alcance del acuerdo bilateral
con Estados Unidos. A pesar de esa au-
sencia y de la consigna de no abordar la
temática por falta de una posición con-
sensuada entre los jefes de Estado, el te-
ma no pudo eludirse. Transgresor como
es su estilo, Hugo Chávez lo puso sobre
el tapete, con su afirmación de que “so-
plan vientos de guerra”. 

Sólo dos voces se levantaron en fa-
vor de Colombia, una desde el interior
de UNASUR, la del presidente peruano
Alan García, que comparte con Uribe la
visión de seguridad made in USA y que
ha otorgado a Estados Unidos el permi-
so de anclaje para su IV Flota en dos
puertos: el de Callao y el de Salaverry,
600 kilómetros al norte de Lima.

Desde fuera de UNASUR, el apoyo
a Uribe le vino del presidente de Méxi-
co, Felipe Calderón. En una visita a
Bogotá en agosto Calderón respaldó la
decisión de Uribe con respecto a las ba-
ses y estableció con el Presidente colom-
biano los términos de una alianza entre
los dos países. El 13 de agosto se anun-
ció la creación de un “grupo de alto ni-
vel en materia de seguridad para
enfrentarse al crimen organizado trans-
nacional” (12) y de un acuerdo median-
te el cual se capacitarán en Colombia
11.000 agentes de la policía federal
mexicana en el combate contra los nar-
cotraficantes y para formar grupos anti-
secuestros. 

La “Iniciativa Mérida”, las bases en
Colombia, la IV Flota estacionada en
Perú, no son proyectos aislados, sino

parte de una arquitectura de seguridad
que obedece a lo que Thomas Shannon,
ex secretario de Estado Adjunto para
Asuntos del Hemisferio Occidental du-
rante la Administración de Bush, llama-
ba un nuevo paradigma de cooperación
en materia de seguridad regional (13).
Se trata de programas integrados que su-
peran ámbitos regionales, que crean un
sistema interconectado y constituyen un
corredor blindado de múltiples propósi-
tos, que va desde los Andes hasta la fron-
tera suroeste de Estados Unidos, con
proyecciones en todo el continente. 

Una arquitectura concebida para pro-
veer seguridad contra el narcotráfico, la
criminalidad organizada, la delincuen-
cia pandillera de América Central, la in-
surgencia y el terrorismo, que amenazan
la democracia y  la gobernabilidad. El
argumento es sólido, pero los resultados
concretos de los medios elegidos han si-
do hasta ahora paupérrimos. 

Teniendo en cuenta los anteceden-
tes históricos, no debe perderse de vis-
ta que esta arquitectura se constituye al
mismo tiempo en el brazo armado de un
diseño hegemónico en pos de la exten-
sión de mercados, del control de terri-
torios, poblaciones y recursos y para el
que la seguridad nunca es pensada en
términos de justicia social. Una arqui-
tectura que se refuerza y amplía justo
cuando en el continente asoman pro-
yectos políticos de signo progresista;
nuevas formas de gobernar; nuevos li-
derazgos; nuevos actores sociales. �
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dos países.
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